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Usted podrá consultar éstas y todas las tesis jurisprudenciales y aisladas publicadas en el Semanario Judicial 
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El Semanario Judicial de la Federación es un sistema digital de compilación y difusión de las tesis 

jurisprudenciales y aisladas emitidas por los órganos del Poder Judicial de la Federación; de las ejecutorias 

correspondientes, así como de los instrumentos normativos emitidos por los órganos del Poder Judicial de la 

Federación. 

 

El Semanario Judicial de la Federación se publica permanentemente de manera electrónica, en la página de 

internet de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. Los viernes se incorpora al Semanario la información 

correspondiente, a consecuencia de lo cual, se considera de aplicación obligatoria un criterio jurisprudencial 

a partir del lunes siguiente hábil, al día en que la tesis respectiva o la ejecutoria dictada en controversia 

constitucional o en una acción de inconstitucionalidad, sea ingresada al Semanario Judicial de la Federación. 
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Época: Décima Época  

Registro: 2021890  

Instancia: Segunda Sala  

Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 07 de agosto de 2020 10:15 h  

Materia(s): (Administrativa)  

Tesis: 2a./J. 17/2020 (10a.)  
 
MULTA PREVISTA EN EL ARTÍCULO 40, FRACCIÓN II, DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN. PARA 
CONSIDERAR SUFICIENTEMENTE FUNDADA Y MOTIVADA SU APLICACIÓN NO BASTA QUE SE 
INVOQUE EL PÁRRAFO SEGUNDO DEL CITADO PRECEPTO, SINO QUE ADEMÁS ES INDISPENSABLE 
QUE SE EXPONGA POR QUÉ MOTIVOS SE ESTIMA ACTUALIZADO EL CASO DE EXCEPCIÓN Y LAS 
RAZONES POR LAS QUE NO SE SIGUIÓ EL ORDEN ESTABLECIDO. 
 
Para considerar suficientemente fundada y motivada la aplicación de la multa prevista en la fracción 
II del artículo 40 del Código Fiscal de la Federación, no basta que en el correspondiente acto de 
molestia la autoridad fiscalizadora invoque el párrafo segundo del citado precepto, sino que además 
es indispensable que exponga por qué motivos considera actualizado el caso de excepción previsto 
en dicho párrafo y las razones por las que no siguió el orden a que refiere el párrafo primero. Esto 
es así, en principio, porque la facultad de la autoridad administrativa prevista en el primer párrafo 
del artículo 40 mencionado está condicionada a que las medidas de apremio se apliquen observando 
un orden, salvo los casos de excepción establecidos en dicho precepto. En segundo lugar, porque el 
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párrafo segundo del artículo 40, el cual dispone la excepción para observar estrictamente el orden 
establecido para emplear las medidas de apremio, contempla varios supuestos por virtud de los 
cuales las autoridades están exentas de aplicar la medida de apremio prevista en la fracción I, es 
decir, el auxilio de la fuerza pública, lo cual significa que para que las autoridades fiscales respeten 
los principios de legalidad y seguridad jurídica contenidos en el artículo 16 de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, necesariamente deben ajustar su actuación a lo expresamente 
establecido en el artículo 40 y ello debe estar justificado en el acto de molestia. 
 
SEGUNDA SALA 
 
Contradicción de tesis 450/2019. Entre las sustentadas por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia 
Administrativa del Tercer Circuito y el Pleno del Decimotercer Circuito. 22 de enero de 2020. 
Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, José Fernando Franco González 
Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek. Ausente: Luis María Aguilar Morales. Ponente: 
Alberto Pérez Dayán. Secretario: Oscar Vázquez Moreno. 
 
Tesis y criterio contendientes: 
 
El Pleno del Decimotercer Circuito, al resolver la contradicción de tesis 1/2015, la cual dio origen a 
la tesis de jurisprudencia número PC.XIII. J/3 A (10a.), de título y subtítulo: "MULTA. 
FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN PARA LA IMPOSICIÓN DE LA PREVISTA EN EL ARTÍCULO 40, 
FRACCIÓN II, PRIMER PÁRRAFO, DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN COMO MEDIDA DE 
APREMIO.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 9 de septiembre de 2016 
a las 10:18 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 34, 
Tomo III, septiembre de 2016, página 1757, con número de registro digital: 2012543, y 
 
El sustentado por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Tercer Circuito, al 
resolver los amparos directos 232/2017 y 86/2019. 
 
Tesis de jurisprudencia 17/2020 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en 
sesión privada del trece de febrero de dos mil veinte. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 07 de agosto de 2020 a las 10:15 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 10 de agosto de 
2020, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019. 
 

 
 

Época: Décima Época  

Registro: 2021887  

Instancia: Segunda Sala  

Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 07 de agosto de 2020 10:15 h  

Materia(s): (Administrativa)  

Tesis: 2a./J. 172/2019 (10a.)  
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MIEMBROS DEL EJÉRCITO Y FUERZA AÉREA MEXICANOS. LA RESTRICCIÓN PREVISTA EN EL 
SEGUNDO PÁRRAFO DE LA FRACCIÓN XIII DEL APARTADO B DEL ARTÍCULO 123 DE LA 
CONSTITUCIÓN GENERAL DE LA REPÚBLICA, NO LES ES APLICABLE CUANDO HAYAN OBTENIDO LA 
PROTECCIÓN CONSTITUCIONAL EN CONTRA DE LA RESOLUCIÓN QUE DETERMINÓ SU BAJA. 
 
Conforme al citado precepto constitucional, los agentes del Ministerio Público, los peritos y los 
miembros de las instituciones policiales de la Federación, de las entidades federativas y de los 
Municipios, podrán ser separados de sus cargos si no cumplen con los requisitos que las leyes 
vigentes en el momento del acto señalen para permanecer en dichas instituciones, o removidos por 
incurrir en responsabilidad en el desempeño de sus funciones. Si la autoridad jurisdiccional 
resolviere que la separación, remoción, baja, cese o cualquier otra forma de terminación del servicio 
fue injustificada, el Estado sólo estará obligado a pagar la indemnización y demás prestaciones a 
que tengan derecho, sin que en ningún caso proceda su reincorporación al servicio, cualquiera que 
sea el resultado del juicio o medio de defensa que se hubiere promovido. Ahora bien, de la 
apreciación integral de la evolución y fines de la norma constitucional en mención, no se advierte la 
voluntad del Poder Revisor de incluir en esa restricción a los miembros de las Fuerzas Armadas, 
debido a que la dirigió a los servidores públicos que en su literalidad invoca. En este contexto, el 
quejoso que obtenga la protección constitucional ante la ilegalidad de la resolución que ordenó su 
baja en el Ejército y Fuerza Aérea Mexicanos, ya sea por violaciones procesales, formales o de fondo, 
la restitución de sus derechos afectados no se encuentra condicionada a la aplicación de la 
restricción constitucional establecida en el segundo párrafo de la fracción XIII del apartado B del 
artículo 123 constitucional. 
 
SEGUNDA SALA 
 
Contradicción de tesis 377/2019. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Tercero en 
Materia Administrativa del Cuarto Circuito, Séptimo en Materia Administrativa del Tercer Circuito, 
Segundo en Materias Penal y Administrativa del Octavo Circuito, Segundo en Materias 
Administrativa y de Trabajo del Décimo Primer Circuito y Primero en Materia Administrativa del 
Segundo Circuito. 21 de noviembre de 2019. Cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, 
José Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek; Javier Laynez 
Potisek manifestó que haría voto concurrente. Ponente: Yasmín Esquivel Mossa. Secretaria: Sonia 
Patricia Hernández Ávila. 
 
Criterios contendientes: 
 
El sustentado por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Cuarto Circuito, al 
resolver el amparo en revisión 197/2015, el sustentado por el Séptimo Tribunal Colegiado en 
Materia Administrativa del Tercer Circuito, al resolver el amparo en revisión 1/2016, el sustentado 
por el Segundo Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa del Octavo Circuito, al 
resolver el amparo en revisión 720/2017, y el diverso sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado 
en Materias Administrativa y de Trabajo del Décimo Primer Circuito, al resolver el amparo en 
revisión 16/2019. 
 
Tesis de jurisprudencia 172/2019 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en 
sesión privada del cuatro de diciembre de dos mil diecinueve.  
 



 

4 
 

Esta tesis se publicó el viernes 07 de agosto de 2020 a las 10:15 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 10 de agosto de 
2020, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019. 
 

 
 

Época: Décima Época  

Registro: 2021840  

Instancia: Segunda Sala  

Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 07 de agosto de 2020 10:15 h  

Materia(s): (Común)  

Tesis: 2a. VIII/2020 (10a.)  
 
AUTORIZADO EN TÉRMINOS AMPLIOS DEL PÁRRAFO SEGUNDO DEL ARTÍCULO 12 DE LA LEY DE 
AMPARO. PARA QUE SE LE RECONOZCA TAL CARÁCTER, ANTE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 
DE LA NACIÓN, BASTA CON QUE SEÑALE EN EL ESCRITO DONDE SE LE OTORGA LA AUTORIZACIÓN, 
LOS DATOS CON LOS QUE ACREDITE SER LICENCIADO EN DERECHO. 
 
El artículo 12 de la Ley de Amparo establece la posibilidad de que el quejoso o el tercero interesado 
designen autorizados para atender procesalmente el juicio de amparo, los que tratándose de las 
materias civil, mercantil, laboral (en el caso del patrón), administrativa y penal, deben acreditar 
encontrarse legalmente autorizados para ejercer la profesión de licenciado en derecho o abogado. 
Para lo cual, sólo se requiere que en el escrito en el que se otorga la autorización se señalen los 
datos con los que el autorizado acredite tal carácter. En ese tenor, si el agraviado designa autorizado 
delegándole las facultades que prevé la indicada disposición y éste no tiene reconocida personalidad 
ante la autoridad responsable (conforme a lo previsto en el artículo 11 de la ley de la materia) o 
ante el órgano jurisdiccional de amparo, pero señala el número de su cédula profesional, ello es 
suficiente para que se le tenga reconocido tal carácter ante este Alto Tribunal, pudiendo confirmar 
la información proporcionada mediante consulta al Registro Nacional de Profesionistas de la 
Secretaría de Educación Pública. 
 
SEGUNDA SALA 
 
Recurso de reclamación 2098/2018. Computación en Acción, S.A. de C.V. 27 de febrero de 2019. 
Cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco 
González Salas y Javier Laynez Potisek; votó con reservas José Fernando Franco González Salas. 
Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: Ron Snipelski Nischli. 
 
Recurso de reclamación 2532/2019. Gutsa Infraestructura, S.A. de C.V. 29 de enero de 2020. 
Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, José Fernando Franco González 
Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek. Ausente: Luis María Aguilar Morales. Ponente: 
Yasmín Esquivel Mossa. Secretaria: Guadalupe Margarita Ortiz Blanco. 
 
Recurso de reclamación 2601/2019. Corporativo de Servicio en Construcción, S.A. de C.V. 29 de 
enero de 2020. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, José Fernando 
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Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek. Ausente: Luis María Aguilar 
Morales. Ponente: Yasmín Esquivel Mossa. Secretario: Fausto Gorbea Ortiz. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 07 de agosto de 2020 a las 10:15 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
 

 
 

Época: Décima Época  

Registro: 2021827  

Instancia: Segunda Sala  

Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 07 de agosto de 2020 10:15 h  

Materia(s): (Común)  

Tesis: 2a./J. 14/2020 (10a.)  
 
ACTOS DE AUTORIDAD PARA EFECTOS DEL JUICIO DE AMPARO. NO TIENEN ESE CARÁCTER LAS 
DETERMINACIONES DE LA SECRETARÍA DE EDUCACIÓN DEL ESTADO DE JALISCO, DERIVADAS DE 
UN CONCURSO DE OPOSICIÓN PARA LA PROMOCIÓN DE ASCENSO A UN NIVEL O CATEGORÍA 
SUPERIOR PARA LOS TRABAJADORES DE LA EDUCACIÓN DEL ESTADO, CONSISTENTES EN LA 
NEGATIVA A OTORGAR UNA PLAZA AL QUEJOSO Y SU ENTREGA A UN TERCERO. 
 
De conformidad con el artículo 5o., fracción II, de la Ley de Amparo, y con diversos precedentes 
emitidos por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, uno de los requisitos que deben satisfacerse 
para considerar que un acto es de autoridad para efectos del juicio de amparo, consiste en que 
exista un ente de hecho o de derecho que establezca una relación de supra a subordinación con un 
particular. Ahora bien, las determinaciones de la Secretaría de Educación del Estado de Jalisco, 
derivadas de un concurso de oposición para la promoción de ascenso a un nivel o categoría superior 
para los trabajadores de la educación del Estado, consistentes en la negativa a otorgar una plaza al 
quejoso y su entrega a un tercero, no tienen el carácter de actos de autoridad para efectos del juicio 
de amparo, ya que la relación entre dicha Secretaría y los docentes o servidores de la educación que 
aspiran a ser promovidos o ascendidos a un nivel más alto dentro de la misma estructura educativa 
estatal es de coordinación y no de supra a subordinación, pues: a) Deriva de una relación laboral-
burocrática entre el Estado como patrón (no como autoridad o ente superior) y el servidor público 
como trabajador; y, b) Del artículo 83 de la Ley General del Servicio Profesional Docente abrogada, 
se advierte que las diferencias en las relaciones de trabajo que surjan entre el personal al que se 
refiere la propia ley y las autoridades educativas y organismos descentralizados, se rigen por la 
legislación laboral aplicable y, en consecuencia, serán dirimidas ante los órganos jurisdiccionales 
competentes en esa materia, característica propia de las relaciones de coordinación, por lo que si el 
quejoso no está de acuerdo con el resultado del concurso de oposición o con sus consecuencias, 
puede impugnarlo por la vía laboral. 
 
SEGUNDA SALA 
 
Contradicción de tesis 449/2019. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Quinto en 
Materia Administrativa y Quinto en Materia de Trabajo, ambos del Tercer Circuito. 15 de enero de 
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2020. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis María Aguilar Morales, José Fernando 
Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek. Ponente: José Fernando 
Franco González Salas. Secretario: Manuel Poblete Ríos. 
 
Criterios contendientes: 
 
El sustentado por el Quinto Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Tercer Circuito, al resolver 
el amparo en revisión 75/2017, y el diverso sustentado por el Quinto Tribunal Colegiado en Materia 
Administrativa del Tercer Circuito, al resolver el amparo en revisión 7/2019. 
 
Tesis de jurisprudencia 14/2020 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en 
sesión privada del veintinueve de enero de dos mil veinte. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 07 de agosto de 2020 a las 10:15 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 10 de agosto de 
2020, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019. 
 

 
 

Época: Décima Época  

Registro: 2021957  

Instancia: Segunda Sala  

Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 14 de agosto de 2020 10:22 h  

Materia(s): (Constitucional)  

Tesis: 2a./J. 43/2020 (10a.)  
 
ÓRGANOS REGULADORES COORDINADOS EN MATERIA ENERGÉTICA. EL ARTÍCULO 27 DE LA LEY 
QUE LOS REGULA, AL ESTABLECER UNA EXCEPCIÓN ADICIONAL AL PRINCIPIO DE DEFINITIVIDAD 
QUE RIGE AL JUICIO DE AMPARO, VULNERA EL PRINCIPIO DE SUPREMACÍA CONSTITUCIONAL. 
 
Hechos: Mediante amparo directo se cuestionó la regularidad constitucional del artículo 27 de la 
Ley de los Órganos Reguladores Coordinados en Materia Energética que establece que las normas 
generales, actos u omisiones de esos órganos podrán ser impugnados únicamente mediante el juicio 
de amparo indirecto, impidiendo acceder al medio de defensa ordinario mediante el cual se pueden 
cuestionar los actos de autoridades administrativas; lo anterior, al considerar que ese precepto legal 
desconoce las reglas y los principios rectores del juicio de amparo.  
 
Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que la 
señalada porción normativa tiene por objeto establecer una excepción adicional al principio de 
definitividad que rige en materia de amparo, sin que ésta se encuentre prevista en el artículo 107, 
fracción IV, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos o en algún otro de sus 
preceptos o de los de su ley reglamentaria, lo cual vulnera el diverso principio de supremacía 
constitucional. 
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Justificación: Ello es así, porque la procedencia del juicio de amparo, así como las excepciones al 
principio de definitividad que lo rigen no pueden estar previstas en un ordenamiento normativo 
distinto de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y de la Ley de Amparo, pues al 
tratarse de un medio de defensa extraordinario de carácter constitucional, es indispensable que 
para acceder a ese juicio, previamente se agoten los medios de defensa ordinarios que resulten 
procedentes, a menos de que se actualice alguna de las excepciones a éste, las cuales sólo pueden 
derivar de lo constitucionalmente previsto, o bien, de lo desarrollado en la ley reglamentaria o 
interpretado en los criterios vinculantes. Considerar lo contrario, generaría no sólo que se 
desnaturalice ese juicio extraordinario al convertirlo (por disposición legal y no constitucional) en 
un medio de defensa ordinario, sino que adicionalmente se establezcan reglas de procedencia y 
excepciones al principio de definitividad que no están previstas en la regulación expresa y aplicable 
a ese juicio constitucional. 
 
SEGUNDA SALA 
 
Amparo directo en revisión 4664/2019. Combustibles y Lubricantes Escala, S.A. de C.V. 22 de abril 
de 2020. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis María Aguilar Morales, José 
Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek; votó con salvedad 
Luis María Aguilar Morales. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: Carlos Alberto Araiza 
Arreygue. 
 
Amparo directo en revisión 3683/2019. Multiservicio Tizimín, S.A. de C.V. 13 de mayo de 2020. Cinco 
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis María Aguilar Morales, José Fernando Franco 
González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek. Ponente: Javier Laynez Potisek. 
Secretario: Carlos Alberto Araiza Arreygue. 
 
Amparo directo en revisión 4162/2019. Combustibles y Lubricantes Vista Alegre, S.A. de C.V. 13 de 
mayo de 2020. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis María Aguilar Morales, José 
Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek. Ponente: Javier 
Laynez Potisek. Secretario: Carlos Alberto Araiza Arreygue. 
 
Amparo directo en revisión 4163/2019. Corporación la Completa, S.A. de C.V. 20 de mayo de 2020. 
Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis María Aguilar Morales, José Fernando Franco 
González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek. Ponente: Javier Laynez Potisek. 
Secretario: Carlos Alberto Araiza Arreygue. 
 
Amparo directo en revisión 3809/2019. Florencia Irene Lago Ancona. 13 de mayo de 2020. Cinco 
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis María Aguilar Morales, José Fernando Franco 
González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek. Ponente: José Fernando Franco 
González Salas. Secretario: Roberto Fraga Jiménez. 
 
Tesis de jurisprudencia 43/2020 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en 
sesión privada del veintidós de julio de dos mil veinte.  
 
Esta tesis se publicó el viernes 14 de agosto de 2020 a las 10:22 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 17 de agosto de 
2020, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019. 
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Época: Décima Época  

Registro: 2021950  

Instancia: Segunda Sala  

Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 14 de agosto de 2020 10:22 h  

Materia(s): (Laboral)  

Tesis: 2a. IX/2020 (10a.)  
 
ACCIDENTE DE TRABAJO EN TRAYECTO. EL FALLECIMIENTO DE UNA PERSONA CON MOTIVO DE 
SU SECUESTRO OCURRIDO AL LLEGAR A SU CENTRO DE TRABAJO DEBE CONSIDERARSE COMO TAL. 
 
Hechos: Una persona cuando estaba por ingresar al hospital donde laboraba por el área de 
urgencias, fue abordada por dos personas que la secuestraron, generando que durante los 
siguientes dos días permaneciera desaparecida, encontrándola posteriormente sin vida.  
 
Criterio jurídico: Esta Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que el 
secuestro y muerte del trabajador derivada de ese delito ocurrido a punto de ingresar a las 
instalaciones de su fuente laboral debe considerarse accidente de trabajo en trayecto, en términos 
del artículo 474 de la ley laboral federal (antes de la reforma publicada en el Diario Oficial de la 
Federación el 22 de junio de 2018). 
 
Justificación: Lo anterior, porque atendiendo a los artículos 2o., 3o., 17 y 18 de la Ley Federal de 
Trabajo, en la interpretación de las normas de derecho laboral debe privilegiarse la más favorable 
al trabajador, con el propósito de cumplir con el fin de justicia social que tienen este tipo de normas. 
En consecuencia, la muerte de un individuo ocasionada por un secuestro o acto delincuencial debe 
considerarse como accidente de trabajo en trayecto, en términos del segundo párrafo del referido 
artículo 474, porque la pérdida de la vida, en esas condiciones, se equipara a los accidentes que se 
producen al trasladarse el trabajador directamente de su domicilio al lugar en el que presta sus 
labores. 
 
SEGUNDA SALA 
 
Amparo directo 31/2019. José Esteban Villarreal Olvera. 19 de febrero de 2020. Mayoría de tres 
votos de los Ministros José Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez 
Potisek. Disidentes: Alberto Pérez Dayán y Luis María Aguilar Morales. Ponente: Yasmín Esquivel 
Mossa. Secretaria: Guadalupe de Jesús Hernández Velázquez. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 14 de agosto de 2020 a las 10:22 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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